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Resumen 

Abstract 

 

La presente investigación se ocupa del tema alcance de la autonomía indígena en 

Colombia frente a la misión constitucional de las Fuerzas Militares y se desarrolla a partir del 

estudio y análisis del caso de orden público que se presentó en territorio indígena 

específicamente en Toribío (Cauca) en el año 2012. Considerando este hecho, se pretende 

precisar si la autonomía y autodeterminación indígena implica limitar a las Fuerzas Militares el 

cumplimiento de la misión, con el fin de establecer si dentro del marco constitucional le está 

prohibido a las Fuerzas Militares realizar operaciones en territorios indígenas y si este vulnera 

los derechos consagrados en la Carta Política. Así mismo, se plantea analizar el alcance de la 

misión constitucional de las Fuerzas Militares en todo el territorio y los criterios de autonomía 

indígena con la misión constitucional de las Fuerzas Militares. Por último, este artículo 

investigativo describe e interpreta diversas jurisprudencias de las altas cortes en relación al 

respeto mutuo entre los pueblos indígenas y las Fuerzas Militares, y su participación en el 

cumplimiento de los principios y fines estatales.  

 

Palabras claves: Autonomía y Territorio Indígena, Jurisdicción Especial Indígena, Derechos 

Indígenas, Diversidad Étnica y Cultural, Fuerzas Militares, Misión Constitucional, Constitución 

Política de Colombia y Jurisprudencias. 
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Introducción 

 

 

En diferentes ocasiones los medios de comunicación han registrado informes 

relacionados con situaciones difíciles de orden público en nuestro país. Hechos como el que 

sucedió el 17 de julio de 2012 en Toribío (Cauca), en el que un grupo de indígenas expulsan 

violentamente a los miembros de las Fuerzas Militares que se encontraban en actos del servicio 

en esta región del país. Específicamente, se trata del caso del Sargento Rodrigo García y 

alrededor de cien soldados del Ejército, que fueron desalojados a la fuerza por indígenas en una 

base militar en el Cauca. (https://www.youtube.com/watch?v=m_xIK0AZni4). 

 

“Este es el momento en que los militares son cargados, arrastrados y golpeados por indígenas 

en zona montañosa de Toribío para sacarlos de sus trincheras al ver que estos no querían 

abandonar la zona. Uno de los militares agredidos, rompió en llanto al ser obligado a salir de 

la base y dijo que se sintió humillado ante el trato que le dieron”. El Sargento Rodrigo García 

militar expulsado por indígenas, dice: “De tristeza y humillación porque eso no se le hace a 

un colombiano” (…) (http:// www.noticiascaracol.com/nación...). 

 

Otro hecho relevante por haber ocurrido en el mismo año (2012), es el incidente 

relacionado con el territorio indígena del resguardo ancestral de Barrancón en el departamento 

del Guaviare, ocupado por una escuela de Fuerzas Especiales de Infantería de Marina y resuelto 

https://www.youtube.com/watch?v=m_xIK0AZni4
http://www.noticiascaracol.com/nación
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con el Auto 173 de 2012 proferido por la Corte Constitucional, quien ordenó la devolución del 

terreno ocupado por la base militar. Estos hechos de orden público en el Cauca, reflejan una 

situación reiterada en algunos territorios indígenas, en donde las Fuerzas Militares encuentran 

ciertas dificultades, para el cumplimiento de su misión constitucional; es así como algunos 

pueblos indígenas aluden que la presencia de la Fuerza Pública y en ocasiones las operaciones 

militares contra grupos armados ilegales, podrían vulnerar y o afectar sus derechos 

fundamentales. 

 

Estas dos situaciones entre otras, motivaron a los investigadores a indagar y analizar la 

normatividad constitucional en relación con las normas que rigen tanto la autonomía indígena 

como la misión de la Fuerzas Militares asignadas por la Constitución Política, con el fin de 

identificar si se presenta alguna confrontación, discrepancia o contradicción en dicha 

normatividad o en su interpretación que explique incidentes como los sucedidos en el Cauca.       

 

Frente a esta situación problemática surgen varios interrogantes, alrededor del alcance 

que dio el constituyente a la prerrogativa de independencia y autonomía de los territorios 

indígenas frente a la misión constitucional de los militares. ¿Es el primero lo suficientemente 

amplio como para constituirse en un límite a la segunda?  Se manifiesta entonces el interés de 

indagar y analizar la normatividad constitucional y la jurisprudencia pertinente, para responder a 

la siguiente pregunta problema: ¿Cuál es el alcance de la autonomía indígena en Colombia frente 

a la misión constitucional de las Fuerzas Militares?  
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Para responder a la pregunta problema, esta investigación se propone como objetivo 

general, precisar si la autonomía y autodeterminación constitucional indígena constituyen un 

límite a la misión constitucional de las Fuerzas Militares en dichos territorios.  

 

El logro de este objetivo general, se alcanzará a través de los siguientes objetivos 

específicos, (i) identificar los conceptos jurídicos y fundamentos constitucionales de la 

autonomía indígena, (ii) analizar el alcance de la misión constitucional de las Fuerzas Militares 

en todo el territorio. Por último, (iii) analizar los criterios de autonomía indígena frente a la 

misión constitucional de las Fuerzas Militares. 

 

En este sentido, este trabajo investigativo es de gran utilidad, actualidad e importancia,  

no solo para la academia, sino para las Fuerzas Militares, para los pueblos indígenas y en general 

para todas aquellas personas interesadas en ilustrarse sobre los aspectos constitucionales y las 

tensiones que genera la aplicación e interpretación  de la normativa superior  que se analiza.   

 

Por consiguiente, y considerando el objeto de estudio de este trabajo investigativo, su 

fundamentación se basa en el método Hermenéutica Jurídica; ya que está diseñada para la 

interpretación de textos, en este caso dada como principio de interpretación constitucional que se 

encarga de constituir los principios elaborados doctrinaria y jurisprudencialmente, para que se 

logre realizar una adecuada interpretación de las normas jurídicas.  
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Este método, se encuentra definido también por la Corte Constitucional, que mediante 

sentencia número C-820 de 2006 establece el concepto de Hermenéutica Jurídica, que señala: 

 

A pesar de que el propio significado de interpretación jurídica ha sido discutido en la 

doctrina especializada porque, entre otras cosas, inmediatamente remite al debate de si 

interpretar una norma jurídica implica determinar el alcance de todos los textos legales o sólo 

los oscuros, lo cierto es que, en su sentido más obvio y elemental, interpretar es explicar, 

declarar, orientar algo, comprender las circunstancias, aprehender, entender los momentos de 

la vida social y atribuir un significado a un signo lingüístico. En fin, como lo advierten 

Gadamer y Husser, la interpretación está directamente ligada con la comprensión y el 

lenguaje, de tal forma que, al referirnos a la hermenéutica jurídica, la entendemos como la 

actividad dirigida a encontrar la solución al conflicto o al problema jurídico que se somete a 

estudio del intérprete. (Corte Constitucional de Colombia, sent. T-820, 2006). 

 

De acuerdo con lo anterior, el método Hermenéutica Jurídica permite en el presente 

estudio efectuar un análisis crítico de los principios y fundamentos establecidos en la 

Constitución Política de 1991, demás normas así como de las jurisprudencias de la Corte 

Constitucional en relación con los pueblos indígenas y la misión constitucional de las Fuerzas 

Militares. Para posteriormente, interpretar y comprender las normas jurídicas que permitirá 

establecer el alcance de la autonomía indígena en Colombia frente a la misión Constitucional de 

las Fuerzas Militares.   
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Finalmente, los propósitos generales y específicos de este trabajo investigativo, se 

desarrollan en tres capítulos a saber: el primero, sobre la Autonomía Territorial y Jurisdicción 

Especial Indígena y la caracterización de los pueblos indígenas como sujetos de derechos y 

deberes;  el segundo capítulo se refiere a la misión constitucional de las Fuerzas Militares, en 

especial, el mantenimiento de la integridad territorial, y el tercer y último capítulo comprende el 

análisis de la autonomía indígena frente a la misión Constitucional de las Fuerzas Militares a 

partir del estudio y examen  del caso que se presentó en Toribío-Cauca.  

 

Teniendo en cuenta las referencias bibliográficas que son el soporte teórico y normativo 

del presente estudio, se optó por recurrir a fuentes primarias: la Constitución Política de 

Colombia de 1991, Legislación Especial Indígena, normas en relación con pueblos indígenas y 

misión constitucional de las Fuerzas Militares, Jurisprudencias emitidas por las altas cortes; así 

mismo, la utilización de fuentes secundarias, como libros entre los más destacados “La 

Jurisdicción Especial Indígena y el Sistema Judicial Nacional” del autor: Edgar Guillermo 

Escobar y “Manual del Derecho Operacional” del Comando General de las Fuerzas Militares; 

revista jurídica especializada en materia castrense de la Escuela Superior de Guerra de Colombia, 

denominada “Fuerzas Armadas” edición No. 216 del año 2010; también se encontraron trabajos 

de grados que aportaron algunos conceptos para el desarrollo del tema de esta investigación, 

entre ellos el denominado “Bases Conceptuales de la Jurisdicción Especial Indígena” elaborado 

por la doctora Diana Fernanda Mora de la Pontificia Universidad Javeriana. Así mismo, este 
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trabajo se apoyó en algunos artículos web de grandes especialistas en el tema objeto de 

investigación. 

 

Es importante resaltar, que en el repositorio virtual y biblioteca de la Universidad Militar 

u otras Universidades consultadas, no se encontraron trabajos de investigación o tesis de grado 

relacionados con el tema objeto de esta investigación; por lo anterior, el trabajo investigativo 

denominado Autonomía de los Territorios Indígenas frente a la Misión Constitucional de las 

Fuerzas Militares, se convierte en una herramienta de consulta de gran  importancia, actualidad e 

innovación,  que contribuye a profundizar y construir conocimiento sobre el tema en referencia.  

 

 

1. Elementos de la Autonomía Indígena: Autonomía territorial y jurisdicción especial 

 

 

Los pueblos indígenas como sujetos de derechos y deberes 

 

Con el nuevo modelo de Estado colombiano a partir de la Constitución Política de 1991, 

se afianzó reconocimiento oficial a los pueblos indígenas, su carácter, diversidad étnica y 

cultural, participación política, jurisdicción y el derecho a la autonomía de su territorio. Este 

reconocimiento oficial comienza por los principios fundamentales que se manifiestan de manera 

directa en la Carta Magna: “(…) Colombia es un Estado multicultural y pluralista” (art. 1); 

continúa en los fines esenciales del Estado: (…) “defender la independencia nacional, mantener 
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la integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo (art. 2), 

y se afianza en el artículo 7 que consagra el carácter pluriétnico y multicultural: “El Estado 

reconoce y protege la diversidad étnica y cultural de la Nación Colombiana”; principio que 

proviene de la igualdad y dignidad de todas las culturas (Const., 1991).  

 

En referencia a este principio constitucional, la jurisprudencia de la Corte 

Constitucional en la sentencia número T- 605 de 1992, consagró los elementos que configuran la 

noción constitucional de diversidad, al expresar.  

 

La diversidad cultural hace relación a formas de vida y concepciones del mundo no 

totalmente coincidentes con las costumbres de la mayoría de la población en aspectos de 

raza, religión, lengua, economía, y organización política. Los grupos humanos que por sus 

características culturales no encuadran dentro del orden económico, político y social 

establecido para la mayoría tienen derecho al reconocimiento de sus diferencias con 

fundamento en los principios de dignidad humana, pluralismo y protección de las minorías. 

(Corte Constitucional de Colombia, sent. T-605, 1992). 

 

En este sentido, la Carta Política igualmente reconoce que los indígenas son ciudadanos 

con plenos derechos y obligaciones; y por lo tanto deben respetarse su identidad y diversidad 

étnica y cultural, y la gobernabilidad dentro de su ámbito territorial con fundamento en sus 

propias normas y procedimientos. Frente a este derecho la Corte Constitucional señala mediante 

sentencia T- 601 de 2011 que:  
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Es un deber estatal el reconocimiento y protección de la diversidad étnica y cultural de la 

Nación Colombiana, correspondiéndole garantizar la igualdad y dignidad de todas las 

culturas que conviven en el país, lo cual se complementa con la obligación de proteger las 

riquezas culturales y naturales de la Nación, el respeto a la autodeterminación de los pueblos 

en el manejo de las relaciones exteriores y el reconocimiento de que las lenguas y dialectos 

de los grupos étnicos son oficiales en sus territorios.(Corte Constitucional de Colombia, sent. 

T-601, 2011). 

 

Considerando los anteriores pronunciamientos, es importante resaltar que el Estado está 

obligado no solamente a proteger a todos los habitantes dentro del territorio, sino a brindar 

protección especial a la diversidad cultural de los pueblos indígenas, en relación con sus 

costumbres, tradiciones, creencias, riqueza cultural, libertad de cultos, y ordenamiento político. 

Es fundamental destacar que los pueblos indígenas y sus autoridades forman parte del Estado, en 

consecuencia están vinculados a los fines esenciales del Estado y de las autoridades de la 

República, entre ellos el mantenimiento de la integridad territorial. 

Lo manifestado es un reflejo de lo expresado por  la Corte Constitucional en la Sentencia 

T-254 de 1994, cuando advierte  que “las comunidades indígenas son verdaderas organizaciones, 

sujetos de derechos y obligaciones”; significa entonces que le corresponde a los pueblos 

indígenas, cumplir con los principios constitucionales y contribuir con los fines esenciales del 

Estado, bien sea directamente, o en colaboración armónica, como lo predica tanto el artículo 113 

como el 330.7 de la Constitución Política de 1991.  
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Para el cumplimiento de estos deberes, el constituyente otorgó a los pueblos indígenas 

una serie de derechos acordes con la naturaleza democrática, participativa y pluralista de nuestra 

organización política, tales como: (i) un régimen especial para su organización territorial, según  

lo establece el artículo 330, y que se traduce en la posibilidad de ser gobernados (…) por 

consejos conformados y reglamentados según los usos y costumbres de sus comunidades (…), 

(ii) una jurisdicción especial, en los términos del artículo 246 que reconoce a las autoridades de 

los pueblos indígenas el poder de (…) ejercer funciones jurisdiccionales dentro de su ámbito 

territorial, de conformidad con sus propias normas y procedimientos, siempre que no sean 

contrarias a la Constitución y leyes de la República.(…) Angarita (citado por Sánchez, 1996, p. 

88). 

  

Ahora bien, Colombia para reforzar la protección de los derechos fundamentales de los 

pueblos indígenas, suscribió el Convenio No. 169 de 1989 de la OIT (Organización Internacional 

del Trabajo) que fue aprobado mediante la Ley 21 de 1991 y tras su ratificación entró en 

vigencia en el país desde el 6 de agosto de 1992, el cual dice: 

 

Este Convenio contiene las normas mínimas sobre los derechos civiles, políticos, culturales, 

sociales y económicos de los pueblos indígenas y tribales. Así mismo, incluye las normas 

que buscan proteger a esos pueblos, sus costumbres, sus instituciones y sus territorios. Los 

Estados que han adoptado este Convenio se comprometen a respetar los derechos 
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individuales y colectivos de los miembros de los pueblos indígenas y a tomar las medidas 

adecuadas, en consulta con aquellos, para garantizar sus derechos y el respeto a su 

integridad. (Convenio No. 169 de 1989 de la OIT).  

 

Consecuente con lo anterior, los pueblos indígenas gozan de derechos sociales, culturales, 

territoriales, políticos, jurídicos, entre otros, que han sido consagrados en la Carta de 1991 y 

ratificados en el convenio No. 169 de 1989 de la OIT (Organización Internacional del Trabajo) 

que se fundamenta en el derecho a la igualdad de derechos entre los pueblos y el resto de la 

población y en el respeto por su cultura e instituciones. (Rodríguez, p.3); pero también son 

sujetos de deberes que constitucionalmente y desde su autonomía territorial y jurisdiccional les 

corresponde respetar y cumplir. Así lo señala el artículo 330.7 de la Norma Superior, cuando 

impone a los consejos de las comunidades indígenas, entre otras funciones: “Colaborar con el 

mantenimiento del orden público dentro de su territorio de acuerdo con las instrucciones y 

disposiciones del Gobierno Nacional”.  

 

Es por ello que para los efectos de esta investigación, resulta de especial trascendencia el 

análisis del alcance de la autonomía territorial y jurisdiccional otorgada a los pueblos indígenas 

por el constituyente, como se verá a continuación:  
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Autonomía Territorial Indígena  
 

 

En primera instancia, autonomía debe comprenderse como “la capacidad de un grupo de 

darse formas de organización social, económica y política propias, poseer el derecho a designar 

autoridades propias, diseñar sus relaciones en virtud de sus tradiciones y sus actividades 

económicas, preservar su lenguaje, poseer formas de educación y salud propias”. Rojas Birry 

(citado por Mora, 2003, p. 80). De acuerdo con esta concepción, el principio de autonomía está 

relacionado con la autodeterminación de un pueblo, es decir de constituir su propia organización 

social, administrativas y económica, establecer sus formas de gobierno teniendo en cuenta sus 

costumbres, tradiciones, creencias e instituciones, elegir sus propias autoridades y conformar su 

legislación regulando aquellos comportamientos que afecten el buen convivir dentro de la 

comunidad. 

 

En complemento de lo anterior, Alberto Achito (Miembro del pueblo indígena Emberá-

Katío, del Chocó), considera que la autonomía territorial, “Está relacionada con la capacidad de 

administrar y manejar el territorio y de resolver los conflictos. En eso tiene que ver la autonomía 

y que toda esta actitud sea respetada y reconocida, porque es la única forma de convivencia de 

ese pueblo al interior de su territorio” Achito (citado en “Del Olvido Surgimos para Traer 

Nuevas Esperanzas”, 1997, p. 54). Para los investigadores, este concepto se relaciona con la 

posibilidad que tienen los pueblos indígenas de tomar sus propias decisiones para el desarrollo 

económico, social y cultural de sus pueblos. 
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Es oportuno subrayar que en algunas sentencias la Corte Constitucional, ha destacado 

como elementos de la autonomía de los pueblos indígenas los siguientes: i) el ejercicio de 

facultades normativas y jurisdiccionales dentro de su ámbito territorial, de acuerdo con sus 

valores culturales propios y su cosmovisión (Const.,1991,art.246); ii) el derecho de gobernarse 

por autoridades propias según sus usos y costumbres (Const.,1991,art.330); iii) una 

circunscripción electoral especial para la elección de senadores y representantes (Const., 1991, 

art.171 y 176) y; iv) el pleno ejercicio del derecho de propiedad colectiva en sus resguardos y 

territorios (Const., 1991, art. 63 y 329). (Sent. T-129 y Sent. T-601 de 2011).  

 

Estos elementos se ven reforzados por el carácter de inalienables, imprescriptibles e 

inembargable, que predica la Constitución Política en (i) el artículo 63, en relación con “(…) las 

tierras comunales de grupos étnicos, las tierras de resguardo,(…)” y (ii) el artículo 329.2, al 

señalar que (…) Los resguardos son de propiedad colectiva y no enajenables(…)”.  

 

El alcance de estas condiciones del territorio indígena, se evidencia en múltiples 

sentencias de la Corte Constitucional, entre las que se destacan los números No. T-188 de 1993, 

T-693 de 2011, T-698 de 2011, T-378 de 2013 y T-659 de 2013; en igual sentido el convenio 

No.169 de 1989 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) que en su artículo 13.1 que 

instituye, “los gobiernos deberán respetar la importancia especial que para las culturas y valores 

espirituales de los pueblos interesados reviste su relación con las tierras o territorios, o con 

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2011/T-693-11.htm
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2011/T-698-11.htm
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2013/T-378-13.htm
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2013/T-659-13.htm
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ambos, según los casos, que ocupan o utilizan de alguna u otra manera, y en particular los 

aspectos colectivos de esa relación” (convenio No.169 de 1989).  

 

Es decir, la propiedad colectiva reconocida a pueblos indígenas no puede venderse, como 

tampoco debe ser sometida a gravámenes. Por otro lado, desde una estructura organizacional los 

indígenas están constituidos en “resguardos” que de acuerdo con Osorio & Salazar es 

considerada “Una institución legal y sociopolítica de carácter especial, conformada por una o 

más comunidades indígenas, con un título de propiedad colectiva que goza de las garantías de la 

propiedad privada, poseen su territorio y se rigen para el manejo de éste y su vida interna por una 

organización autónoma amparada por el fuero indígena y su sistema normativo propio” Osorio & 

Salazar (citado por Comando General de las Fuerzas Militares, 2008, p. 9).  

 

Otro aspecto significativo referente a la autonomía indígena, se relaciona con el 

reconocimiento del derecho de sus propias autoridades, para “ejercer funciones jurisdiccionales 

en su ámbito territorial, según sus propias normas y procedimiento, siempre que no sean 

contrarias a la Constitución Política y a las Leyes” (Const., 1991, art. 246). En relación con la 

organización territorial, el artículo 286 (Const., 1991) reconoce de manera directa los territorios 

indígenas como entidades territoriales; como también otorga autonomía administrativa, 

presupuestal y de diseño de sus planes de desarrollo, de conformidad con el artículo 287 (Const., 

1991) que establece que los pueblos indígenas gozan de autonomía para gobernarse y ejercer las 

competencias que le correspondan, así: 
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Las entidades territoriales gozan de autonomía para la gestión de sus intereses, y dentro de 

los límites de la Constitución y la ley.  En tal virtud tendrán los siguientes derechos: 

1. Gobernarse por autoridades propias. 

2. Ejercer las competencias que les correspondan.  

3. Administrar los recursos y establecer los tributos necesarios para el cumplimiento de sus 

funciones. 

4. Participar en las rentas nacionales. (Const., 1991).  

 

Al mismo tiempo, la Carta Política de 1991 establece en su artículo 288 la Ley Orgánica 

de Ordenamiento Territorial, y en el artículo 329 relacionado con la conformación de las 

entidades territoriales indígenas. Por otra parte, el artículo 330 determina la gobernabilidad de 

los territorios indígenas, siendo las autoridades de los pueblos indígenas las encargadas de 

ejercer con plenas facultades la aplicación de la normatividad propia para plantear las políticas 

de desarrollo comunal, adoptar los recursos, favorecer y colaborar en el seguridad del orden 

público, aplicar la legislación especial para la corrección de ciertas conductas que afecten la 

armonía dentro de la comunidad y representar a los territorios ante el gobierno.  

 

 

En referencia a la Entidad Territorial Indígena (ETI), “es una institución político- 

administrativa, cuyo fin es garantizar autonomía y la relación entre los pueblos indígenas y la 

comunidad en general, la sociedad nacional y la sociedad global, considerando el respeto mutuo, 

sin perjuicios de su identidad, su cultura, su conocimiento y su patrimonio” (Sophie, 2006, p. 
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65). En relación a esta idea, los pueblos indígenas tienen autonomía administrativa y financiera 

para plantear y ejecutar sus planes de vida y políticas de desarrollo comunal, así como la 

distribución de los recursos y representar a los territorios ante el gobierno, lo anterior con el 

ánimo de desarrollar su integridad teniendo en cuenta su contexto.  

 

Así, la Corte Constitucional resalto fundamental la relación entre los pueblos indígenas y 

sus territorios, considerando que estás tierras les proporciona los medios para su sustento, 

desarrollo de su cultura, cosmovisión y religión. También la Corte instituyó que el derecho de los 

pueblos indígenas a la propiedad colectiva de sus territorios y el principio constitucional de 

protección de la diversidad cultural y étnica, considerando que el derecho a la constitución legal 

de resguardos en sus tierras y la propiedad colectiva de los recursos naturales renovables y no 

renovables ubicados en sus territorios a excepción de los recursos del subsuelo que lo precisado 

con la Carta Magna, pertenece al Estado. (Angarita, citado por Sánchez, 1996, p. 84).  

 

Jurisdicción especial indígena 
 

 

A partir de la Constitución Política de 1991, los pueblos indígenas gozan de 

reconocimiento y autonomía para darse su propia organización, su sistema de gobierno, elegir 

sus autoridades tradicionales, constituir sus normas y aplicar las sanciones respectivas. Partiendo 

de este principio constitucional, se crea la Jurisdicción Especial Indígena que da inicio a un 

nuevo período en las relaciones entre los pueblos indígenas y el Estado colombiano.  
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La Constitución consagra el reconocimiento de la Jurisdicción Especial Indígena en su 

artículo 246, que reza: “Las autoridades de los pueblos indígenas podrán ejercer funciones 

jurisdiccionales dentro de su ámbito territorial, de conformidad con sus propias normas y 

procedimientos, siempre que no sean contrarios a la Constitución y a las leyes de la República. 

La ley establecerá las formas de coordinación de esta jurisdicción especial, con el Sistema 

Judicial Nacional”. En este sentido para Solano, la Carta Política muestra los cuatro elementos 

centrales de la jurisdicción indígena en ordenamiento constitucional: la posibilidad de que 

existan autoridades judiciales propias de los pueblos indígenas, la potestad de éstos de formular 

normas y procedimientos propios, la sujeción de dichas jurisdicción y normas a la Constitución y 

a la ley, y la competencia del legislador para señalar la forma de coordinación de la jurisdicción 

indígena con el sistema judicial nacional. (Solano, 2004, p. 159) 

 

Por su parte, la Corte Constitucional ha señalado el ámbito concreto de esta jurisdicción 

especial en términos que no dejan duda alguna al respecto y expresa que la creación de una 

Jurisdicción Especial Indígena como lo establece el artículo 246 de la Carta Política, plantea el 

problema de establecer cuál es la jerarquía existente entre la ley y las costumbres y usos 

indígenas, como fuentes de derecho. En efecto dice: 

 

La atribución constitucional de ejercer funciones jurisdiccionales dentro de su ámbito 

territorial, reconocida a las autoridades indígenas, de conformidad con sus propias normas y 
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procedimientos, está supeditada a la condición de que éstos y aquellas no sean contrarios a la 

Constitución y a la ley. Las diferencias conceptuales y los conflictos valorativos que puedan 

presentarse en la aplicación práctica de órdenes jurídicos diversos, deben ser superados 

respetando mínimamente las siguientes reglas de interpretación: 1. A mayor conservación de 

sus usos y costumbres, mayor autonomía. 2. Los derechos fundamentales constitucionales 

constituyen el mínimo obligatorio de convivencia para todos los particulares. 3. Las normas 

legales imperativas (de orden público) de la República priman sobre los usos y costumbres 

de las comunidades indígenas, siempre y cuando protejan directamente un valor 

constitucional superior al principio de diversidad étnica y cultural. 4. Los usos y costumbres 

de una comunidad indígena priman sobre las normas legales dispositivas. (Corte 

Constitucional de Colombia, sent.T-254, 1994). 

 

Lo anterior indica, que se pueden limitar las facultades jurisdiccionales otorgadas por el 

artículo 246 de la Constitución de 1991 a los pueblos indígenas, pero solo con base en las 

sentencias de constitucionalidad o de tutela emitidas por la Corte Constitucional. También se 

podrán limitar esas facultades jurisdiccionales, con fundamento en las sentencias de la Corte 

Suprema de Justicia y en los fallos mediante los cuales el Consejo Superior de la Judicatura 

dirime conflictos de competencia entre la jurisdicción indígena y la jurisdicción ordinaria. 

(Escobar, 2010, p. 81). 
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2. Las Fuerzas Militares y la Constitución Política de Colombia de 1991 

 

 

     Análisis de la misión constitucional de las Fuerzas Militares 
 

 

Las Fuerzas Militares son instituciones que se encuentran establecidas por la Constitución 

Política de 1991 en su artículo 217, está conformada por el Ejército, la Armada y la Fuerza 

Aérea.  Entre sus funciones prioritarias se encuentran la de velar por la defensa de la soberanía, 

la integridad del territorio, de la independencia nacional y del mantenimiento del orden 

constitucional. (Fierro, 2013, p. 20). 

 

Como es conocido, las Fuerzas Militares ejercen un papel predominante en el 

cumplimiento de la misión constitucional, la cual se encuentra expresamente referenciada en la 

Carta Magna en el siguiente artículo que dice: 

 

Art. 217. La Nación tendrá para su defensa unas Fuerzas Militares permanentes constituidas 

por el Ejército, la Armada y la Fuerza Aérea. 

Las Fuerzas Militares tendrán como finalidad primordial la defensa de la soberanía, la 

independencia, la integridad del territorio nacional y del orden constitucional. 

La Ley determinará el sistema de reemplazos en las Fuerzas Militares, así como los ascensos, 

derechos y obligaciones de sus miembros y el régimen especial de carrera, prestacional y 

disciplinario, que les es propio. 
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Al respecto, la Corte Constitucional de conformidad con el art. 217 de la Constitución 

Política de Colombia, ha señalado en la sentencia número SU-1184 de 2001, que:  

 

En relación con los fines previstos en el artículo 2, la función de garante de las fuerzas 

militares no se equipara a las funciones asignadas en el artículo 218 de la Carta a la Policía 

Nacional. Sin embargo, de ello no se desprende que no tengan por función básica garantizar 

el pleno ejercicio de los derechos y libertades por parte de los asociados. Antes bien, supone 

garantizar condiciones de seguridad colectivos y de carácter estructural –definidos en los 

conceptos de soberanía, independencia, integridad territorial e integridad del orden 

constitucional- que permitan una convivencia armónica. Las condiciones de seguridad dentro 

de dicho marco de seguridad estructural son responsabilidad de las fuerzas armadas. (Corte 

Constitucional de Colombia, sent. SU-1184,2001). 

 

De acuerdo con el anterior pronunciamiento de la Corte Constitucional  y considerando la 

finalidad primordial de las Fuerzas Militares, tal como lo señala el artículo 217 de la 

Constitución de 1991 como es “la defensa de la soberanía, la independencia, la integridad del 

territorio nacional y del orden constitucional”; es fundamental comprender el alcance de dicha 

finalidad para entender a nivel político y jurídico la misión de las Fuerzas Militares. Para el 

Coronel (RA) Martínez, la defensa nacional se puede definir como un "Conjunto de acciones y 

precauciones que el gobierno debe asumir permanentemente para proteger el patrimonio 

espiritual y material de la nación, empleando el poder ante posibles amenazas internas o 

externas, y para garantizar la integridad del Estado" (Martínez, 2010, p.8). 



 
 

 

27 
 

 

 

Este concepto de la defensa nacional incluye pues todos los aspectos de trascendencia que 

traspasan otros ámbitos del funcionamiento del Estado. “El mantenimiento del régimen 

constitucional, la custodia de las libertades e ideologías, el cuidado del medio ambiente contra el 

deterioro sistemático, así como la prevención y la reacción ante desastres de la naturaleza, 

también son parte de la preparación del país para su defensa” (Martínez, 2010, p.8). Por lo 

anterior, al referirse a la defensa nacional se hace mención al despliegue de las Fuerzas Militares 

y de las acciones civiles del país en general, para enfrentar las posibles amenazas a la seguridad y 

y al orden de la Nación. En este caso, las instituciones civiles no pueden prescindir de la 

responsabilidad de la defensa nacional, ya que son parte integral en el desarrollo económico, 

social y político del Estado. 

 

En este sentido, el Coronel Martinez (RA) considera tres elementos que determinan el 

desarrollo de una defensa nacional integral. “El primero se refiere a la situación interna del país; 

comprende el control territorial, la protección a la población y el mantenimiento de la 

institucionalidad del Estado; el segundo, de carácter externo, implica el mantenimiento de la 

soberanía, la independencia y la integridad del territorio nacional; Y el tercero hace énfasis en el 

alistamiento para prever y atender siniestros y desastres de la naturaleza” (Martínez, 2010, p.10). 

Por otro lado y teniendo en cuenta las apreciaciones del Coronel Martinez, integridad territorial 

se define como el principio de derecho internacional y como un fin del Estado instituido en el 

articulo 2° de la Constitución de 1991; que le permite a los Estados  preservar y mantener el 
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orden público en sus territorios y por ende sus fronteras de toda amenaza externa, para garantizar 

a sus habitantes una convivencia pacífica.    

 

De lo anterior, se desprende que las Fuerzas Militares deben desplegar operaciones para 

garantizar condiciones de seguridad que permitan el ejercicio de los derechos de las personas. 

Como se expuso en la Politica Integral de Derechos Humanos y Derecho Internacional 

Humanitario: “sin seguridad no hay garantía del derecho a la vida y a la integridad física, y sin 

estos derechos no existe la base para gozar de los demás”. De lo anterior se desglosa la 

legitimidad del uso de la fuerza por parte de las Fuerzas Militares (bajo las condiciones de 

necesidad y proporcionalidad), cuando ésta sea necesaria para garantizar condiciones de 

seguridad para el ejercicio pleno de los derechos y el imperio de la ley. (Manual del Derecho 

Operacional, Fuerzas Militares, 2009, p. 25)
*
 

 

Retomando el artículo 217 de la Constitución Política de 1991, la Corte Constitucional ha 

señalado en la sentencia número C-709 de 2002 que: “la finalidad priomordial de las Fuerzas 

Militares es la defensa de la soberania, la independencia, la integridad del territorio nacional y 

del orden constitucional. El papel de las Fuerzas Militares entonces, como lo establece la Carta 

no es otro que garantizar la defensa del poder constitucional legítimamente constituido”. (Corte 

Constitucional de Colombia, sent. C-709, 2002).  

                                                           
*
 Manual de Operaciones Militares, 2009. Es un documento restringido y se tuvo acceso a él en calidad de Oficiales    

   profesionales de la reserva. 
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Por consiguiente y considerando la finalidad de las Fuerzas Militares en materia de 

seguridad nacional, la sentencia C-251 de 2002 describe los criterios para limitar los derechos 

aún por razones de orden público, es decir “Los derechos de la persona representan límites que 

deben ser respetados por el Estado cuando busca alcanzar objetivos de interés general, como la 

paz, la seguridad y la defensa nacional”. Así mismo, el Estado debe asegurar la paz y el orden sin 

olvidar que a las autoridades les corresponde respetar y no vulnerar los derechos humanos razón 

por la cual la política de seguridad estatal debe estar enmarcada en el estricto respeto a los 

límites impuestos por los derechos humanos. (Corte Constitucional de Colombia, sent. C-251, 

2002). 

 

En razón a ésta misión constitucional, las Fuerzas Militares desempeñan una significativa 

función de presencia, control, prevencion y disuasión, indispensables en el terrritorio 

colombiano. Sin embargo, frente al ejercicio de la misión constitucional asignada por la nación, 

la presencia y operaciones de las Fuerzas Militares excepcionalmente podrían entrar en tensión  y 

afectado los derechos de las comunidades indígenas por el enfrentamiento de esta con grupos al 

margen de la ley. De lo anterior se deduce, que de conformidad con la Constitución Política y el 

convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OTI), el Estado y las Fuerzas 

Militares tienen el deber de consultar y coordinar a los pueblos indígenas las disposiciones 

administrativas y legislativas en materia de seguridad y orden público, es decir, cualquier acción 

que se vaya a realizar en estos territorios por parte de las Fuerzas Militares, debe consultarse y 

concertarse con los pueblos indígenas que los habitan para que no se vean afectados sus 
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derechos, como tampoco se vea afectado el cumplimiento de la misión constitucional por parte 

de las Fuerzas Militares.  

 

3. Alcance de la autonomía indígena frente a la misión constitucional  

de las Fuerzas Militares. 

 

Caracterización y estudio de caso 
 

 

Los territorios indígenas se encuentra estructurados en  el artículo 286 de la Constitución 

Política de Colombia, así mismo, el artículo 287 de la Carta Política establece la autonomía de 

las entidades territoriales para la gestión de sus intereses, y de igual manera el artículo 329 de la 

Constitución indica que estos territorios estarán sujetos a la Ley Orgánica de Ordenamiento 

Territorial,  este artículo complementado por el artículo 330 de la Carta Política en términos de 

autonomía política y jurídica, traduce la elección de sus propias autoridades, las que pueden 

ejercer funciones jurisdiccionales dentro de su ámbito territorial (Const.,1991, art. 246).  

 

En virtud de la anterior fundamentación, la Corte Constitucional reconoce la autonomía 

política y jurídica de los pueblos indígenas que al respecto se pronuncia, así:  “La autonomía 

política y jurídica, reconocida a las comunidades indígenas por el constituyente, por su parte, 

debe ejercerse dentro de los estrictos parámetros señalados por el mismo texto constitucional: de 
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conformidad con sus usos y costumbres, siempre y cuando no sean contrarios a la Constitución y 

a la ley, de forma que se asegure la unidad nacional” (Corte Constitucional de Colombia, sent.  

T-254, 1994).  

 

En este sentido y retomando los hechos acaecidos en Toribío-Cauca en el año 2012, en el 

cual se pudo evidenciar el rostro de llanto y rabia del Sargento Rodrigo García, quien reflejaba la 

inconformidad por el proceder de algunos indígenas que con su actuar agresivo sacaron a golpes 

y empujones a un personal militar de la base en el cerro de Berlín ubicado en Toribío-Cauca, 

convirtiéndose el Sargento García en un símbolo de humillación y tristeza por el trato que le 

dieron, que en cumplimiento de su misión constitucional fueron violentados por los indígenas, 

cuando los militares se encontraban en actos del servicio. Este hecho, ocasionó una división de 

criterios dentro de las Fuerzas Militares que conllevó a una inseguridad jurídica para el 

cumplimiento de la misión encomendada por la Constitución.  

 

Con el ánimo de profundizar el análisis de este acontecimiento, a continuación se 

describen algunas posiciones críticas de expertos en el tema de derecho constitucional y derechos 

humanos, considerando que estos aportes coadyuven a determinar el alcance de la autonomía de 

los pueblos indígenas frente a la misión constitucional de las Fuerzas Militares.  

 

Para el Doctor Rodrigo Uprimny, quien se desempeñó como Magistrado auxiliar de la 

Corte Constitucional, precisa que: 
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El caso del Cauca no es fácil porque está en tensión por un lado el deber del Ejecutivo de 

preservar la seguridad y que la Fuerza Pública haga presencia en todo el país para asegurar 

los derechos de los ciudadanos; y por el otro, la autonomía territorial de los pueblos 

indígenas y la protección de la diversidad étnica, y las reglas del derecho internacional 

humanitario que imponen un principio de precaución en las acciones militares a fin de no 

involucrar a la población civil en el conflicto armado. Si armonizamos estos principios, se 

puede llegar a la conclusión de que la Fuerza Pública puede entrar a estos territorios pero -

siguiendo el deber de consulta reconocido en la Constitución y los principios de la 

Declaración de Derechos de los Pueblos Indígenas-, el Gobierno debe concertar con las 

autoridades indígenas cómo entrar y cómo hacer esa presencia de tal manera que no ponga 

en riesgo a la población civil. Este esfuerzo de concertación es además políticamente 

recomendable pues puede ayudar a mejorar la legitimidad local del Estado en esos territorios, 

que es muy precaria. (Uprimny, 2012, p.1) 

 

Según el Doctor Alfredo Beltrán Sierra, Exmagistrado de la Corte Constitucional, señala 

que: 

 

La autonomía que tienen sobre esos territorios está limitada a la observancia de la 

Constitución y de la ley, y eso implica también el respeto a los derechos fundamentales. Por 

esa razón, en cuanto al orden público aplica la disposición constitucional de acuerdo con la 

cual es el Presidente de la República, como jefe supremo de las fuerzas armadas, quien tiene 

el mandato constitucional de conservar y mantener el orden público en todo el territorio, y 
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decidir cuándo la presencia de la fuerza pública representa un riesgo, incluidos los territorios 

indígenas. No obstante, la situación es complicada en el Cauca porque confluyen en el lugar 

donde está la comunidad, todos los actores armados y lo que las comunidades reclaman no es 

otra cosa que su derecho a la paz en su territorio. (Beltrán, 2012, p.1) 

 

De igual manera, frente al análisis de los hechos en el Cauca, el Doctor José Gregorio 

Hernández, exmagistrado de la Corte Constitucional, expone que: 

 

La autonomía de las comunidades sobre su territorio significa un reconocimiento que hacen 

la propia Constitución y el ordenamiento jurídico al dominio de las comunidades de unas 

áreas que les pertenecen históricamente. Ahora, la autonomía no es absoluta porque las 

comunidades indígenas están de todas maneras dentro del territorio colombiano y están 

sujetas a la Constitución y a las leyes de Colombia. Con respecto al orden público y la 

seguridad, a las autoridades de la República de acuerdo con el artículo 2 de la Constitución, 

les corresponde proteger a TODAS las personas residentes en Colombia. 

 

La presencia de las Fuerzas Armadas corresponde al ejercicio de la actividad confiada a los 

cuerpos armados, Ejército y Policía, que están bajo la dirección del Presidente de la 

República y que en cualquier punto del territorio deben estar cumpliendo su tarea, sin que 

puedan ser excluidos de ningún rincón. En principio el territorio indígena es una propiedad 

que tiene una protección de carácter constitucional y entonces no puede haber una 

expropiación, invasión, u ocupación sin permiso de los propietarios que son las comunidades 

indígenas. Pero como las autoridades tienen la obligación de proteger a TODAS las 
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personas, entonces en este caso requieren hacer un acuerdo con las comunidades para 

garantizarles su seguridad. Por eso es necesario que se llegue a un acuerdo entre ambas 

partes, más aún si en un caso como éste se trata de la protección y defensa de las 

comunidades y debería interesarles llegar a un acuerdo. El Gobierno debe garantizar su 

seguridad pero para ello debe antes consultarlos. (Hernández, 2012, p.1) 

 

Adecuación institucional del Estado para garantizar el respeto, protección y 

fortalecimiento de la autonomía indígena  

 

La materialización de la autonomía indígena y de  cada uno de sus elementos ha 

requerido de las diferentes entidades del Estado un verdadero proceso de adecuación 

institucional, mediante la adopción de políticas,  medidas afirmativas y herramientas tendientes a 

ampliar y fortalecer sus competencias y  capacidades para el efecto.  

En este proceso se destacan: 

 

1. La Corte Constitucional, tribunal que como intérprete de la Constitución Política, se 

ha pronunciado en múltiples, reiteradas y constantes providencias, sobre el alcance de 

la autonomía indígena, tal como ha quedado registrado en este documento. 

 

 Es así como en la sentencia T-  601 de 2011., y en relación con los límites y ámbitos 

de aplicación de la autonomía indígena, la Corte destacó:  
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Son diversos los ámbitos que ha identificado la jurisprudencia de la Corte 

Constitucional, que hacen referencia a los límites al derecho fundamental a la 

autonomía indígena. Los límites a la autonomía se refieren a lo verdaderamente 

intolerable desde el punto de vista de los derechos humanos, a partir de un consenso 

intercultural lo más amplio posible: el derecho a la vida, la prohibición de tortura, la 

prohibición de esclavitud y el principio de legalidad, especialmente en materia penal. 

Ha destacado que los límites están determinados por (i) “el núcleo duro de los 

derechos humanos”, junto con el principio de legalidad como garantía del debido 

proceso y (ii) por los derechos fundamentales como mínimos de convivencia, cuyo 

núcleo esencial debe mantenerse a salvo de actuaciones arbitrarias. Esta formulación, 

ha llevado a la Corte a preguntarse si, en últimas, no son todos los derechos 

fundamentales los límites a la autonomía, teniendo en cuenta que allí también se 

encuentra el mencionado núcleo duro o contenido esencial. En este contexto, la 

jurisprudencia constitucional ha ilustrado estos ámbitos al diferenciar entre la forma 

en que los límites se aplican a los distintos ámbitos autonómicos de las comunidades 

referencia)   

2. El Sistema Nacional de derechos Humanos, establecido por el Gobierno Nacional, 

incluye como subsistema  la "Igualdad, no discriminación y respeto a las identidades", 

que pretende : 

(...) materializar el principio constitucional de respeto a la diversidad étnica y cultural y el principio 

de igualdad y no discriminación, consignado en el artículo 4 numeral 2 del Decreto 4100 de 2011, a 
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través de la adopción y promoción de forma participativa y concertada, de todas las medidas 

necesarias para contribuir a eliminar prácticas discriminatorias en las diferentes esferas de la 

sociedad y del Estado; el impulso de prácticas sociales que respeten, reconozcan y valoren la 

diversidad; y la búsqueda de garantía de  los mecanismos de protección, reparación y acciones 

afirmativas para los sujetos y grupos poblacionales víctimas de conductas discriminatorias. 

(Consejería Presidencial para los Derechos Humanos y el Derecho Internacional Humanitario. 

Sistema Nacional de Derechos Humanos. Consultada, el 22 de octubre de 2014,  en 

http://www.derechoshumanos.gov.co/Programa/Paginas/Sistema-Nacional-de-Derechos-Humanos-

y-Derecho-Internacional-Humanitario.aspx ). 

 

3. Por su parte el Ministerio de Defensa Nacional, a partir de la Política de Derechos 

Humanos y Derecho Internacional ha adoptado políticas, medidas administrativas  y 

acciones  afirmativas, derivadas de documentos con fuerza vinculante como la 

Directiva Permanente 016 de 2006, suscrita por el Ministro de Defensa Nacional, cuyo 

objetivo es "Fortalecer la política de reconocimiento, prevención y protección de los 

derechos humanos de las comunidades de los pueblos indígenas del país por parte de 

la Fuerza Pública" (Ministerio Defensa Nacional. Directivas Derechos Humanos. 

Publicación del Ministerio de Defensa Nacional. 2010) 

 

4. La Procuraduría General de la Nación  y la Defensoría del Pueblo, a través de (i) múltiples 

documentos como la “Política preventiva de la PGN en materia de derechos de los grupos 

étnicos” (consultada el 23 de octubre de 2014 en 

http://www.procuraduria.gov.co/portal/media/file/descargas/objetivo_colombia/politica_fin
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al.pdf, consultada ); (ii) fallos  disciplinarios contra funcionarios públicos que han vulnerad con 

actuaciones (acciones u omisiones) los derechos de las comunidades indígenas; (iii) 

intervenciones como ministerio público en los procesos de constitucionalidad. 

 

Para efectos de este documento y de la resolución de la pregunta problema, es importante en 

este aparte hacer mención al concepto rendido por el Ministerio Público en relación con la 

demanda que, en ejercicio de la acción pública consagrada en los artículos 

40, numeral 6o., y 242, numeral 1o., de la Carta, instauró la ciudadana 

ZULMA TATIANA BLANCO BUITRAGO, contra el artículo 37 de la Ley 685 de 

2001, Código de Minas, cuyas partes pertinentes, se transcriben a 

continuación: 

 

(…) El Constituyente de 1991 definió a Colombia como un Estado Social de Derecho, 

organizado en forma de República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus 

entidades territoriales y fundada en la prevalencia del interés general.  

 

Tal autonomía comprende, por un lado, la dirección política de las entidades 

territoriales y, por el otro, la gestión de sus intereses, dentro de los límites de la 

Constitución y la ley, lo cual las faculta para gobernarse por autoridades propias, 

ejercer las competencias que les correspondan, administrar los recursos y establecer 

los tributos necesarios para el cumplimiento de sus funciones y participar en las rentas 

nacionales (artículo 287 superior). 

 

Frente al carácter unitario del Estado colombiano, es preciso armonizar los principios 

de unidad y autonomía de las entidades territoriales para el manejo político y 
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administrativo de sus asuntos e intereses, garantizando la supremacía del 

ordenamiento nacional. La Corte Constitucional ha recalcado que el principio de 

autonomía debe entenderse dentro de los límites de la Constitución y la ley, 

reconociendo así la superioridad de las regulaciones del Estado unitario, bajo el 

entendido de que la normatividad nacional debe respetar el contenido esencial de la 

autonomía territorial
†
. 

 

Como manifestación de la autonomía de las entidades territoriales, el Constituyente 

otorgó ciertas facultades a los concejos municipales en el artículo 313 superior, dentro 

de las cuales se encuentra la de reglamentar los usos del suelo (numeral 7o.), facultad 

que se hace extensiva a los concejos distritales (artículo 322 constitucional). 

 

El artículo 313.7 constitucional ha sido desarrollado, entre otras, mediante la Ley 

1454 de 2011, Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial y la Ley      388 de 1997, Ley 

de Desarrollo Territorial, entre cuyos objetivos se encuentra proporcionar al 

municipio los mecanismos que le permitan, en ejercicio de su autonomía, promover el 

ordenamiento de su territorio, el uso equitativo y racional del suelo, la preservación 

del medio ambiente y los recursos naturales, lo mismo que del patrimonio cultural, la 

                                                           
 



 
 

 

39 
 

 

 

prevención de desastres y la ejecución de acciones urbanísticas eficientes, entre otros 

aspectos (artículo 1, numeral 2). 

 

No obstante lo anterior, hay que tener en cuenta que el ordenamiento territorial es un 

proceso de planificación político-administrativo y físico concertado que tiene como fin 

último el desarrollo de los distritos y municipios, teniendo siempre presente que dicho 

ordenamiento no tiene como objeto único el espacio físico, sino además una serie de 

elementos adicionales de gran importancia como son la población, el espacio 

geográfico, el medio ambiente y los recursos naturales, así como los aspectos 

económicos y culturales, por sólo citar algunos ejemplos. En consecuencia, el 

ordenamiento territorial propende por una adecuada regulación del uso, ocupación y 

transformación del espacio geográfico bajo parámetros de orden demográfico, 

urbanístico, rural, ecológico, biofísico, sociológico, económico y cultural (Sentencia 

C-795 de 2000).  (Pronunciamiento emitido por parte del ministerio público dentro del 

expediente           No. 9700, concepto No. 5618 de la sentencia T- 601/2011 – M.P. 

Rojas Ríos Alberto) 

 

A partir del análisis de la casuística y de las anteriores concepciones descritas por los 

expertos en derecho, es pertinente responder la pregunta problema de la presente investigación: 

¿Cuál es el alcance de la autonomía indígena en Colombia frente a la misión constitucional de las 

Fuerzas Militares? Con fundamento en el artículo 246 de la Carta Política de 1991, la autonomía 
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que tienen los pueblos indígenas está limitada por la observancia de la constitución y la ley, es 

decir esa autonomía no es absoluta porque los pueblos indígenas habitan dentro del territorio 

colombiano, regidos por sus propias normas pero sujetos al ordenamiento nacional.  

 

 

Del mismo modo, es fundamental señalar que el numeral 7.3 de la sentencia número T-

254 de 1994, da el alcance a este criterio de interpretación de la jurisdicción indígena, que es la 

base para interpretar la misión de las Fuerzas Militares, en el marco de usos y costumbres 

indígenas; esta interpretación es que la ha dado base a la educación en el tema indígena en la 

Fuerzas Militares, así como la existencia de oficiales de enlace y directivas para relacionarse sin 

sacrificar la diversidad étnica pero sin limitar la misión constitucional.  Textualmente el numeral 

7.3 de la sentencia T-254 de 1994, expresa que: 

 
Las normas legales imperativas (de orden público) de la República priman sobre los usos y 

costumbres de las comunidades indígenas, siempre y cuando protejan directamente un valor 

constitucional superior al principio de diversidad étnica y cultural. La interpretación de la ley 

como límite al reconocimiento de los usos y costumbres no puede llegar hasta el extremo de 

hacer nugatorio el contenido de éstas por la simple existencia de la norma legal. El carácter 

normativo de la Constitución impone la necesidad de sopesar la importancia relativa de los 

valores protegidos por la norma constitucional - diversidad, pluralismo - y aquellos tutelados 

por las normas legales imperativas. Hay un ámbito intangible del pluralismo y de la 

diversidad étnica y cultural de los pueblos indígenas que no puede ser objeto de disposición 
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por parte de la ley, pues se pondría en peligro su preservación y se socavaría su riqueza, la 

que justamente reside en el mantenimiento de la diferencia cultural. La jurisdicción especial 

(CP art. 246) y las funciones de autogobierno encomendadas a los consejos indígenas (CP 

art. 330) deben ejercerse, en consecuencia, según sus usos y costumbres, pero respetando las 

leyes imperativas sobre la materia que protejan valores constitucionales superiores. 

De acuerdo con lo anterior, para los investigadores los fines del Estado son normas 

imperativas en el ordenamiento jurídico y la misión de las Fuerzas Militares en cuanto al 

mantenimiento de la integridad territorial, ya que en este caso prevalece este interés superior al 

principio de diversidad étnica y cultural. Por otro lado, a las Fuerzas Militares 

constitucionalmente le es otorgada la facultad de ingresar a cualquier parte del territorio previa 

determinación de la máxima autoridad del Estado, siempre y cuando se justifique la necesidad de 

hacer presencia y se realice bajo una coordinación previa con la autoridad indígena y con 

absoluto respeto y prevalencia de los derechos, las creencias y costumbres de los pueblos 

indígenas. 

En este sentido, es de destacar que las Fuerzas Militares para el cumplimiento de la 

misión constitucional con el pleno respeto de los derechos humanos y con la aplicación de los 

principios que orientan el derecho internacional humanitario, como también los pueblos 

indígenas, deben contribuir a la defensa nacional y con las autoridades legalmente constituida. 

Del mismo modo la Carta de 1991 en su artículo 296, señala la responsabilidad en la 

conservación y restablecimiento del orden público, en este caso frente a la obligación de 

colaborar en su mantenimiento por parte de las autoridades indígenas. Por otra parte, es 
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importante resaltar que en materia de decisiones de policía, la unidad de manejo está en manos 

del presidente de la República como responsable superior del mantenimiento y restablecimiento 

del orden público en todo el territorio nacional, sin perjuicio de una concertación o delegación en 

las autoridades territoriales.  

 

De la misma manera, si bien el Estado tiene la obligación de proteger a todos los 

ciudadanos colombianos incluidos los pueblos indígenas y respetar sus derechos, la diversidad 

cultural y la autonomía territorial, también es cierto que en materia de conservación y 

mantenimiento del orden público en todo el territorio nacional, hay que sacrificar estas 

responsabilidades para garantizar la paz, la seguridad y la defensa nacional; como también 

emplear el principio constitucional de ponderación de derechos siempre y cuando las razones de 

seguridad así lo ameriten. En todo caso es deber del Estado, aplicar el principio de 

proporcionalidad de la causa y gravedad de los hechos que originan la perturbación y las 

medidas de mantenimiento y conservación del orden público y con ello de la integridad territorial 

de la Nación.  

 

 

De conformidad con el artículo 330 de la Carta Magna, numeral 7 que dice: “Colaborar 

con el mantenimiento del orden público dentro de su territorio de acuerdo con las instrucciones y 

disposiciones del Gobierno Nacional” (Const., 1991, art. 330, numeral 7). Consecuente con esto, 

“el principal principio de la defensa nacional es el compromiso y el esfuerzo de todas las fuerzas 

vivas de la nación, coordinado y dirigido por el gobierno. Exige la acción integral de la nación y 
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la dirección del gobierno para el efectivo empleo del poder nacional” (Martínez, 2010, p. 9). Es 

decir, que los pueblos indígenas deben acatar la Constitución Política de Colombia para 

contribuir con la seguridad nacional y la consolidación de la paz, garantizando el orden 

constitucional de la nación, para ello es fundamental el esfuerzo coordinado entre las Fuerzas 

Militares y los pueblos indígenas, en cabeza del gobierno y sus instituciones Fuerzas Armadas.  

 

Finalmente, para abordar la problemática casuística que generó y motivó la presente 

investigación, se concluye que el problema en relación con los hechos acontecidos en el Cauca 

no obedece a un problema constitucional, como tampoco legal; por el contrario, la Constitución 

de 1991 ampara y protege los derechos fundamentales inherentes a todos los ciudadanos y 

pueblos indígenas, como también establece obligaciones que permitan contribuir con la 

convivencia pacífica de todos los habitantes del territorio nacional. Es sin duda alguna, un  

problema de Estado, considerando que en el caso que nos ocupa (hechos ocurridos en Toribío-

Cauca), se evidenció que el grupo militar dio cumplimiento a una orden impartida por el 

comandante supremo de las Fuerzas militares, como fue la permanencia de los militares en la 

base militar del cerro el Berlín en Toribío, generando con ello un descontento de los indígenas 

quienes reaccionaron con hechos de violencia., atacando a los militares que se encontraban en 

cumplimiento de la misión constitucional. 

 

Frente a ésta situación, es importante señalar que es deber del Gobierno preservar el 

ordenamiento jurídico, salvaguardar la integridad territorial y la tranquilidad ciudadana; para ello 
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debe diseñar y desarrollar estrategias y acciones de coordinación y participación que permitan 

concientizar de manera integral a los pueblos indígenas y Fuerzas Militares en la búsqueda y 

consolidación de un ambiente de seguridad y paz, en cumplimiento de los principios 

constitucionales y fines del Estado. 
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Resultados 

 

 

La investigación permitió establecer que (i) los textos constitucionales no ofrecen 

contradicción, discrepancia o confrontación alguna entre la misión de las Fuerzas Militares  y la 

autonomía indígena; (ii) las tensiones que se han presentado en la interpretación y 

materialización de los derechos y deberes  implícitos en una y otra, han sido resueltas por la 

Corte Constitucional , a través del principio de interpretación constitucional como el de 

ponderación y armonización normativa, tal como quedó evidenciado en las múltiples sentencias 

analizadas y vertidas en algunos apartes en este documento; (iii) es así como ni el alcance de la 

autonomía indígena ni de la misión de las Fuerzas Militares es absoluta; (iv)  lo anterior por 

cuanto, en el marco de pesos y contrapesos propio de nuestro ordenamiento constitucional, la 

autonomía indígena se encuentra equilibrada entre derechos y deberes y la misión constitucional 

de las Fuerzas Militares, fortalecida con prevalencias y limitada con restricciones y obligaciones 

agravadas de protección y garantía de derechos y libertades. 

 

Los anteriores resultados nos permiten concluir: 

 

El Estado Colombiano a partir de la Constitución Política de 1991, marcó el inicio de un 

nuevo período de defensa legal de los derechos de los pueblos indígenas y protección de su 

autonomía, en lo referente a reconocer la multietnicidad y pluriculturalidad en la nación (art. 7) y 

principio como el de la igualdad y dignidad de todas las culturas (art. 70). Ante todo, este 
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proceso conllevo a los pueblos indígenas de Colombia a recuperar y hacer valer su propio 

régimen, de normas, procedimientos, autoridades, mecanismos y criterios para atender sus 

conflictos internos. 

 

Por su parte, y en referencia al caso de orden público que se presentó en el Cauca en el 

año 2012, los pueblos indígenas en algunas circunstancias aluden que sus derechos podrían 

versen vulnerados por la presencia de las Fuerzas Militares en el cumplimiento de su misión 

constitucional asignada por el Estado, como lo es mantener la seguridad nacional y el 

restablecimiento del orden público en todo el territorio nacional. Sin embargo, es importante 

reconocer que la autoridad indígena está limitada sobre su autonomía, ya que debe prevalecer el 

interés general como lo es la seguridad nacional y como lo indica el artículo 330 de la Carta 

Política en su numeral 7 que a texto transcrito dice: “Colaborar con el mantenimiento del orden 

público dentro de su territorio de acuerdo con las instrucciones y disposiciones del Gobierno 

Nacional”. (Const., 1991, art. 330). 

 

Por otro lado, la situación de conflicto armado que ha vivido Colombia en los últimos 

años ha generado condiciones en que los pueblos indígenas han quedado en el medio del fuego 

cruzado entre los grupos alzados en armas y las Fuerzas Militares, ha conllevando a que los 

pueblos indígenas con el ánimo de protegerse frente a este conflicto armado y preservar sus 

vidas, en ocasiones presentan resistencia a la presencia de las Fuerzas Militares, que en 

cumplimiento de la misión encomendada por la Constitución en su artículo 217 entre otras la 
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preservación de la soberanía y seguridad nacional están legitimadas para defender los derechos 

fundamentales de todos los ciudadanos y en especial de los pueblos indígenas con el ánimo de 

consolidar la paz considerando que éste es un deber de Estado. 

 

Finalmente, con el desarrollo de este estudio constitucional se puede establecer que el 

alcance de la autonomía de los indígenas frente a la misión constitucional de las Fuerzas 

Militares y respondiendo la pregunta problema de esta investigación, los hechos ocurridos en 

Toribío- Cauca, podría considerarse como una confrontación entre los pueblos indígenas y 

algunos miembros de las Fuerzas Militares, debido a que tanto los indígenas como las Fuerzas 

Armadas buscaban proteger su interés particular, dejar de lado los principios constitucionales y 

los fines estatales entre ellos la preservación de la soberanía, la seguridad nacional, la 

convivencia pacífica y la paz en todo el territorio. Por otro lado, como se mencionó en el anterior 

capítulo frente a los hechos de Cauca, éste es un problema de Estado que refleja falta de 

coordinación, capacitación y entrenamiento por parte del Gobierno, quien debe en estos casos, 

liderar procesos de mediación y llegar a acuerdos entre las partes, pensando siempre en preservar 

la seguridad nacional e integridad territorial, sin desconocer los derechos fundamentales de los 

ciudadanos incluidos los pueblos indígenas.  

 

Así mismo, se puede plantear como una posible solución a esta problemática y para evitar 

futuras confrontaciones entre los pueblos indígenas y las Fuerzas Militares, se debe dar una 

coordinación bilateral entre las autoridades indígenas y las instituciones legalmente constituidas 



 
 

 

48 
 

 

 

en aras de permitir la presencia de las Fuerzas Militares en el cumplimiento misional, como 

también se considera importante una estrategia de mediación entre el Estado y los pueblos 

indígenas, para que a través de éstas se puedan lograr los cometidos estatales en aras de la mejor 

convivencia y la protección de los derechos fundamentales de todos los ciudadanos y residentes 

en Colombia, entre estos los pueblos indígenas.  
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